
 1

REVOLUCIÓN EN VEZ DE HUELGA 
 

¿Qué es lo que hemos hecho los jueces para que nos estemos convirtiendo en 
víctimas de este linchamiento?  
 
 Muchos creen que, aprobadas las oposiciones, el flamante juez accede al 
paraíso de los funcionarios, donde le aguarda una regalada vida de buen sueldo, poco 
trabajo y, en general, prebendas de toda especie hasta alcanzar la jubilación. Pocos 
saben del trabajo asfixiante que le recorta sin pausa su vida personal. Cuando se cierra 
la oficina, para la mayoría de los asalariados comienza el descanso. Para el juez, en 
cambio, empieza la faena, sepultadas las tardes bajo polvorientos legajos. No tienen ni 
idea tampoco de las carencias de medios, de la insuficiencia de personal, de la 
tremenda responsabilidad de decidir sobre la hacienda y libertad de los ciudadanos. Y 
todo ello con la indiferencia, e incluso desprecio, si no de la sociedad, si de buena 
parte de su casta dirigente.  
 
 Da vergüenza ajena cada vez que un medio de comunicación se regodea 
exhibiendo impúdicamente algún error judicial o la conducta descarriada de algún juez 
inepto o prevaricador. Sin embargo, no se percatan de que, en un colectivo de más de 
cuatro mil personas, el nivel de honradez personal es sobrecogedor. Compárese, si no, 
el nivel de corrupción con los de los políticos o incluso de otros grupos profesionales. 
Todo ello con una callada resignación, casi evocadora de la abnegación monástica. 
Asombrosamente, las cosas están cambiando. Según un proverbio chipriota: “Si la 
piedra cae sobre el huevo, pobre huevo; pero si el huevo cae sobre la piedra…pobre 
huevo”. También se complacía el jerarca nazi Göring en repetir durante sus mítines 
que, sin romper huevos, no se hacen tortillas. Algunos de los personajes más 
poderosos de nuestro país nos tratan como si fuéramos una quebradiza cáscara que 
cascar, sin consecuencias.  
 
 Es curioso que, cuando se puso a disposición de los jueces algo tan inofensivo 
como el correo electrónico, a nadie se le ocurriera que se les estaba proporcionando 
un arma eficacísima. Simplemente se les facilitaba a este colectivo de profesionales 
algo que todos los demás tienen: un espacio donde hablar libremente, que se los 
escuchara. Es lo mínimo, pero hasta eso nos faltaba. Entonces ha aflorado un malestar 
sordo que llevaba latiendo desde hace lustros. Se ha visto el sufrimiento personal de 
tanto juez íntegro que desempeñaba su labor sin levantar jamás la voz.  
 
 ¿Quién representa a los jueces? En teoría, el Consejo General del Poder 
Judicial. Es cierto, pero sólo formalmente. A los excelentísimos señores consejeros los 
eligen los políticos, no los jueces, luego sería ilusorio depositar nuestra representación 
en ellos. El Consejo nos gobierna, no nos representa.  
 
 Tal vez las asociaciones. Sin duda que los asociados han desempañado y 
desempeñan una labor, a veces heroica, de defensa de intereses legítimos. Pero, es de 
todos sabido que las asociaciones más influyentes guardan vínculos estrechos, 
demasiados estrechos, con los partidos políticos. Al juez español medio no le agrada 
que lo relacionen con el poder político, ni siquiera remotamente. Es natural que así 
sea, porque la triste exhibición de sectarismo ideológico, por no decir de corrupción, a 
que nos tienen acostumbrados algunos de nuestros dirigenes, no alienta a arrimarnos 
a los cálidas, pero sucias, madrigueras del poder. Las asociaciones representan ciertos 
intereses de la judicatura, mas no a la judicatura en su conjunto.  
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 Sería de desear que los jueces contásemos con algo tan simple como un foro 
donde expresar nuestras opiniones y, basados en la elemental fórmula de un hombre/ 
un voto, manifestáramos nuestros puntos de vista. Nótese que no se está sugiriendo 
que nos autogobernemos, ya que sabemos que sobre nosotros mandan otros. Como 
dóciles infantes o desvalidos incapaces, confiamos en nuestros tutores. No se trata de 
pedir la emancipación, faltaría más. Tampoco de inmiscuirnos en las parcelas de otros 
órganos del Estado, ya que creemos en la separación de poderes. Que se nos oiga. 
Sólo eso. Pero sería demasiado peligroso para algunos. 
 
 En este contexto ha saltado a los medios de comunicación la muerte de una 
niñita a manos de un pederasta. Había que buscar un responsable: ¿acaso el Ministro, 
los señores fiscales, la administración autonómica con sus competencias 
orgullosamente trasferidas? Evidentemente, no. Lo más sencillo es el juez. Aunque 
hubiese superado sin tacha una inspección, aunque rebasase el módulo de trabajo, 
aunque hubiese dictado y firmado de su puño y letra las resoluciones que ordenaban el 
encarcelamiento del futuro asesino. ¿Por qué? Porque lo más fácil es atacar al más 
débil. Machacar los huevos con los que hacer una tortilla para saciar a una opinión 
pública hambrienta. 
 
 En realidad, tan irracional reacción sólo se explica acudiendo a lo más profundo 
de la psique humana. Es el viejo concepto de chivo expiatorio. Se necesita un culpable, 
luego se lo fabrica. Merece la pena leer a Frazer, padre de la antropología, que nos 
habla de una mentalidad mágica, de un deseo obscuro de trasferir el mal a una víctima 
propiciatoria que se sacrifica ante el altar, con la ilusión de acabar de esta forma tan 
infantil con el infortunio. El problema de fondo se olvida, empero. ¿Para qué vamos a 
gastar dinero en más medios materiales teniendo tan cerca a una víctima a la que 
darle matarile? 
 
 Asusta oír algunas tertulias radiofónicas o leer a los columnistas de los diarios. 
De un tiempo a esta parte pulula una idea muy simple: el pueblo quiere el castigo del 
juez, luego el Consejo tiene que obrar en consecuencia. ¿Es esto democracia? No, eso 
se denomina “oclocracia”, o sea, el gobierno de las muchedumbres. En realidad, es lo 
propio de los regímenes totalitarios, de derecha y de izquierda por igual.  
 
 En octubre del año 1939 la prensa alemana aireó el caso de unos atracadores 
que habían obtenido una condena, al parecer, demasiado benigna. Hitler se enteró de 
la noticia por la prensa. ¿Qué hizo? Ordenar personalmente que se los condenara a 
muerte. Así de simple. Recientes estudios sobre la etapa nacionalsocialista alemana 
han descubierto como los jerarcas del partido actuaban a golpe de encuesta, 
temerosos de desairar a la plebe. Era el “sano sentimiento del pueblo”. Si al hombre 
común, de la calle, le pide el cuerpo castrar al violador, pues se hace, sin más. ¿Por 
qué no? Gobernar con las tripas.  
 
 La Segunda Guerra Mundial no acabó con esta concepción de la “justicia”. La 
revista francesa Les Temps Modernes publicaba en 1970, en su número 310, un 
diálogo entre el filosofo post-estructuralista Michel Foucault y un militante comunista, 
partidario de Mao. Discutían sobre la justicia. El maoísta propugnaba, sin pudor, que 
las masas oprimidas (los obreros, en concreto) propinaran palizas a los enemigos del 
pueblo. Ese era su proyecto de “tribunales populares”. 
 
 Frente estos errores hay que decir bien claro que el juez aplica la Ley, no la 
voluntad popular. El pueblo habla cuando elige el poder legislativo que, a su vez, 
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decide cuales serán las normas vigentes; pero no le dicta al tribunal cómo ha de 
resolver los litigios. Y esto es válido también para el Consejo, cuando ventila un 
expediente disciplinario. Precisamente el juez más justo es que el sabe aguantar el 
tirón de la opinión pública, el que se atreve a nadar contra corriente.  
 
 El Consejo General del Poder Judicial sorprendió a todos al no ceder ante los 
cantos de sirena de las muchedumbres embravecidas. Alguno de nuestros políticos 
llegó a decir que, si hubiera sabido de antemano lo que iba a pasar, no habría 
promovido a los actuales consejeros a su cargo. Por lo menos es sincero. Lo que se 
quiere es que el Consejo tape las vergüenzas de la oligarquía política. Que alguien le 
haga el trabajo sucio. Una apariencia de legalidad para disfrazar una decisión política. 
Como ocurrió con el faccioso Lynch. In illo tempore, allá en la lucha de la 
independencia de los Estados Unidos contra la madre patria inglesa, un alborotador 
excitó a las masas para que mataran a los reos que los tribunales habían absuelto. Y lo 
consiguió. Es una historia que se repite.  
 
 Algunos confiaban en que todo estuviera atado y bien atado. Los políticos 
eligen al Consejo y, éste a su vez, al Tribunal Supremo, que casa las sentencias de los 
órganos inferiores. Todo queda en familia. Si se tratase de sociedades mercantiles, el 
Código de Comercio les obligaría a consolidar sus cuentas. Lo que no barruntaban era 
que Sus Señorías salieran respondones. De hecho, la mayoría de los jueces lamentan 
lo vínculos entre el Consejo y la política. No obstante, los partidos confiesan sin rubor 
que el Consejo es, y debe ser, un órgano político. Argumentan esta postura en que no 
ejerce funciones jurisdiccionales, sino de gobierno judicial. Luego es lógico que su 
composición y funcionamiento sean políticos.  
 
 Pura falacia. Basta echar un vistazo a las competencias que la Ley Orgánica del 
Poder Judicial atribuye al Consejo. La mayoría son técnicas. Claro que, en realidad, se 
quiere que la función disciplinaria sea materia política, no técnica. Que, a la hora de 
determinar y graduar la sanción, se atienda a conveniencias ideológicas, políticas o 
simplemente electoralistas. Frente a esta visión totalitaria hay proclamar bien claro que 
el buen juez jamás sucumbirá ante la política. Ni siquiera ante la más noble ideología o 
ante las más sagradas creencias. Guardará sus convicciones personales y aplicará la 
Ley, incluso si no la comparte a título personal, puesto que únicamente a su imperio 
está sujeto. Esa es su fuente de legitimidad.  
 
 Pero los políticos son los que tienen el poder auténtico, la sartén por le mango. 
El “Poder” judicial apenas cuenta. Reflexionemos sobre un particular: se ha vendido la 
nueva oficina judicial como una forma de liberación de los jueces. ¿De verdad? Lo que 
supone en la práctica es que el juez deje de ser el jefe de sus funcionarios. En 
realidad, lo había dejado de ser desde hacía tiempo. Pero ahora se da el tiro de gracia, 
incluso a nivel simbólico. Es el secretario el que decidirá sobre aspectos 
importantísimos que afectan, por ejemplo, a la productividad de la unidad judicial. Por 
mucho que se esfuerce el juez, si la oficina no funciona, los módulos no salen. Alguien 
pensará: “mejor el secretario que el juez, los señores magistrados bastante creídos 
están ya, que les bajen los humos”. Mas aquí hay truco. El secretario depende, a la 
postre, del poder político, engrilletado a una cadena jerarquizada que culmina en un 
cargo dedocrático. Así se ata este cabo, que estaba suelto.  
 
 Muchos de nosotros no lo ven del todo mal pues, si bien nos retiran capacidad 
de decisión, también nos liberan de responsabilidad. Hasta que se mezclen intereses 
electorales, claro está. En la mentalidad popular el juez sigue siendo el jefe, aunque ya 
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no pinte nada. Por tanto, a castigarlo, incluso por actos ajenos. Es el perfecto chivo 
expiatorio. Al ser humano le cuesta trabajo aceptar la desgracia sin más. Que la causa 
del desastre haya sido la sobrecarga de trabajo, la obsoleta maquinaría judicial, las 
leyes desfasadas… todo eso es muy difícil de entender. Necesitamos alguien con 
rostro, una persona con nombre y apellidos a la que crucificar.  
 
 Bien pensado, el mecanismo es francamente diabólico. Y es que la opinión 
pública está intoxicada. El ciudadano percibe aquello que le cuentan los medios de 
comunicación, el resto lo desconoce. ¿A quien obedecen los medios de comunicación? 
A los que los controlan, a quienes los eligen o les pagan. ¿Son acaso los jueces? Pues 
no, mira por donde son, qué casualidad, los políticos, aunque sea por vías indirectas, 
en ocasiones tortuosas. No obstante, si el justiciable comprueba por sí mismo la carga 
de trabajo que pesa sobre los hombros del magistrado, suele solidarizarse con él. Mas 
aun, es frecuente que se reclame mano dura hasta motejar a los jueces de 
blandengues, pero se hace, en muy buena medida, por ignorancia. Modernos estudios 
psicológicos evidencian que, cuando al lego en Derecho se le facilitan los mismos datos 
que el juez profesional, suele llegar a conclusiones muy parecidas. Los jueces no son 
marcianos venidos del espacio sideral, sino ciudadanos españoles, como los demás. Si 
sus resoluciones se antojan a veces incomprensibles es porque son publicadas 
fragmentariamente, mutiladas, descontextualizadas. Y, sea como fuere, si la Ley no 
gusta, pues que se cambie, para eso está el Legislador. 
 
 Imaginemos que se le explicase a un grupo de médicos las condiciones 
infrahumanas que atraviesan la mayoría de los jueces. Y que, luego, se les exigiera a 
ellos igual grado de responsabilidad. Que se les culpara por la muerte de un paciente 
con la misma inmisericorde e ignorante crueldad con la que se está linchando a un juez 
por el trágico final de una pequeña a la que, no olvidemos, no la mató él. Seguro que 
se calmarían a la hora de reclamar carnaza. Quizás hasta les pareciera excesiva la 
sanción que ha impuesto el Consejo. Simplemente porque sabrían que mañana acaso 
les tocaría a ellos. 
 
 La situación ha llegado a un punto crítico. Se oyen rumores de huelga. Ahora 
bien, una huelga ilícita sería un craso error. La judicatura ha de ser la primera en dar 
ejemplo de pulcro respeto al ordenamiento jurídico. Sólo la Ley nos legitima. Ante la 
más minina duda de legalidad, deberíamos evitar un paso que nos precipitaría en el 
abismo. Nos pondría al mismo nivel que a los políticos.  
 
 ¿Qué hacer entonces? Una revolución judicial. ¿Para qué? Simplemente para 
que, a partir de ahora, se nos oiga. Es una vergüenza que otros hablen por nosotros. 
Lo ideal sería la creación de una super-asociación, un colectivo que englobara a las ya 
existentes, aunque sin fagocitarlas, sólo como un foro de debate. Pero esto es una 
utopía. Los intereses creados están demasiado enquistados. Los poderes fácticos son 
muy fuertes.  
 
 Necesitamos un espacio donde hablar sin intermediarios. Un lugar en que todos 
y cada uno de nosotros digamos lo que pensamos, sin cortapisas, sin temores a 
represalias disciplinarias. Las asociaciones, aunque cumplen una función encomiable, 
no valen para esto. Están en otra línea. Es algo semejante a lo que ocurre con las 
secciones sindicales de las empresas que, a la postre, están condicionadas por los 
intereses políticos. Los sindicatos les han tenido una tradicional alergia a los órganos 
de representación legal de los trabajadores, pues entonces hablan estos directamente, 
sin tutelas externas: un hombre/un voto. Algo similar sucede en la Universidad. Los 
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alumnos escogen a su delegado de clase y éste habla por ellos. Pero las cuotas que se 
reservan a las asociaciones estudiantiles son el caballo de Troya de intereses políticos. 
¿Alguien cree, por ventura, que en la Francia de los años ´60 la mayoría de los 
estudiantes fuesen maoístas? 
 
 Los jueces debemos luchar por el derecho a escoger directamente a nuestros 
portavoces. Insisto “portavoces”, nada más. Ya sabemos que nos gobiernan otros, a 
los que no hemos elegido. Eso no lo va a cambiar nadie. Los partidos políticos jamás 
abdicarán del poder del que gozan sobre la judicatura, que tan buenos réditos les 
reporta. Pero, al menos, que se nos oiga. ¿Qué menos que eso? Deberíamos elegir a 
portavoces provinciales y a un representante nacional. Voto directo, sin filtros 
asociativos, sin mediatizaciones políticas o corporativas. Algo así como las juntas que 
se formaron espontáneamente hace doscientos años, ante la invasión francesa.  
 
 Por desgracia, esto también es ilusorio. Carecemos del marco formal donde 
desarrollarlo. Estamos privados de base legal. Igualmente, un movimiento asociativo 
que nos uniera a todos está abocado al fracaso. La mayoría aborreceríamos la idea de 
afiliarnos a un colectivo, por muy neutral que fuere. La meta seria que, por la mera 
condición de juez, ya tuviéramos voto y un espacio donde emitirlo. Sin otros requisitos.  
 
 De todas formas, en cierto modo, está empezando a ocurrir. El correo 
institucional del Consejo ha desempeñado ese papel. Lo malo es que nuestras 
opiniones quedan entre nosotros, inconexas, sin repercutir ante la opinión pública. Si 
los ciudadanos conocieran nuestras razones, si hubiera igualdad de armas, no se nos 
condenaría con tanta ligereza. Es irónico que, encargados de defender los derechos de 
los ciudadanos, nosotros mismos estemos tan desamparados. Tendría que llegar el día 
en que se leyese a la prensa un comunicado redactado por alguno de nosotros, un 
compañero anónimo, sin intereses de medrar en política judicial, sin más aspiración 
que la de mejorar sus condiciones laborales. Y que ese comunicado hubiese sido 
votado por la mayoría de los componentes de la carrera judicial. Ojalá dispusiéramos 
de un espacio donde presentar mociones, elaborar propuestas, redactar opiniones y 
luego ofrecerlo a la ciudadanía, ante el pueblo español. Sin pagar peaje a los medios 
de comunicación, que prestan tributo al Gobierno o a la Oposición. Que se nos oyera 
sin mendigar, sin llamar a ninguna puerta. Sin pordiosear.  
 

Una buena idea sería la de trasformar la herramienta informática que el 
Consejo ha puesto en nuestras manos en un parlamento judicial virtual. Sólo para 
mostrar nuestra opinión, nada más. Parece poco, pero sería un arma temible. 
Únicamente ejerceríamos nuestro derecho a la libre expresión, como meros ciudadanos 
españoles. Resultaría técnicamente factible crear un portal en la Extranet que sirviera 
de asamblea virtual. A la que todos accediéramos con firma electrónica. Y cuyos 
pronunciamientos se comunicasen a la prensa. Mejor sería gozar de órganos de 
representación legal, pero no es un mal comienzo. Las propias asociaciones deberían 
prestar su amparo para institucionalizarlo y velar por su correcto funcionamiento, todas 
federadas, colaborando en un mismo objetivo. A los políticos no les haría ninguna 
gracia. Pero da igual, cada asociado, con su voto, está investido del poder de hacer 
una revolución apolítica y obligar a sus representantes societarios a que se oiga 
nuestra voz. Si nos quedamos quietos, la piedra nos va a aplastar. 
 
Jesús Manuel Villegas Fernández. 
Magistrado del Juzgado de Instrucción número dos de Bilbao.  
Bilbao, a nueve de enero del año 2009. 


